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CORTE CONSTITUCIONAL


	COMUNICADO No. 14
Abril 10 y 11 de 2013


LA REASUNCIÓN DE LA COMPETENCIA POR LA SALA PENAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, EN PROCESO CONTRA CONGRESISTA, NO CONFIGURA ERROR ORGÁNICO NI IMPLICA VIOLACIÓN DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN. V. EXPEDIENTE T 3258107 – 

	V. EXPEDIENTE T 3258107 - SENTENCIA SU-198/13 (Abril 11) 
M.P. Luis Ernesto Vargas Silva 



La Corte Constitucional se pronunció dentro de la acción de tutela instaurada por el ex congresista Humberto de Jesús Builes Correa contra la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, por considerar que con su actuación, y en particular con la sentencia condenatoria por el delito de concierto para delinquir agravado (dictada el 17 de agosto de 2010), vulneró su derecho fundamental al debido proceso. 

El accionante formuló tres cargos: 

(i) la configuración de un defecto orgánico, debido a que la Corte Suprema de Justicia reasumió la competencia para adelantar el juicio, pese a que con antelación había declinado a ella en virtud de la renuncia que a su investidura congresional hiciera el investigado;

(ii) la violación directa de la Constitución, porque el proceso que concluyó con la condena se tramitó en única instancia y con competencia integral de la corporación acusada (concentración de funciones de investigación y juzgamiento); 
(iii) y la existencia de un defecto fáctico, por haberse proferido sentencia condenatoria sin que obraba prueba contundente sobre su responsabilidad. 

El Tribunal Constitucional recordó las reglas jurisprudenciales establecidas por esta corporación relativas a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, con énfasis en las causales de defecto orgánico, defecto fáctico y violación directa de la Constitución; la naturaleza y finalidades del fuero especial previsto en los artículos 186 y 235.3 de la Constitución para los congresistas; el debido proceso en los procesos de única instancia contra altos dignatario del Estado; y la competencia integral de la Corte Suprema de Justicia. 

Estudiados cada uno de los cargos, la Sala Plena concluyó que no se configuraba ninguno de los yerros alegados. 

(i) No se constató el defecto orgánico toda vez que la Corte Suprema tenía plena competencia para asumir el juicio en contra del ex parlamentario; en el caso bajo examen, aplicó el criterio de competencia previsto en el parágrafo del artículo 235 de la Constitución, para retener la competencia en los eventos en que el congresista se ha separado de su investidura; es decir, la relación que debe existir entre las conductas punibles investigadas y las funciones desempeñadas. Así, la reinterpretación que la Sala de Casación Penal hizo de este elemento definitorio de la competencia se encuentra amparada por la necesidad de reconducir la aplicación de la norma al tenor y el propósito del texto constitucional, respecto del cual se venía presentando un paulatino distanciamiento, así como a la exigencia de cumplir con uno de los cometidos fundamentales de la jurisprudencia, cual es el de propiciar que el sistema jurídico sirva su propósito como elemento regulador y transformador de la realidad social. De igual modo, 

(ii) no se observó violación directa de la Constitución en virtud del trámite impartido al proceso -en única instancia y con competencia integral de la Corte Suprema de Justicia-, toda vez que se trata de un modelo que dentro del delicado diseño institucional responde a los principios de separación de poderes y de frenos y contrapesos; son procesos especiales que pueden apartarse de los procedimientos ordinarios, con fundamento en la propia Carta Política, sin que ello implique discriminación alguna. Concluyó la Sala Plena que tal esquema está encaminado a garantizar la celeridad que demanda un fallo de alto impacto a un integrante del poder legislativo; además, en él concurren las condiciones necesarias para reducir las posibilidades de incurrir en error judicial (la formación del juez, su experiencia, la independencia institucional y la conformación plural del juez). Finalmente, 
(iii) tampoco se constató la violación del debido proceso fundado en un defecto fáctico, comoquiera que la valoración de la prueba efectuada por la Corte Suprema de Justicia se encuentra dentro del margen de una interpretación razonable, amparada por los principios de autonomía e independencia judicial. Dentro del estrecho margen de apreciación que corresponde al juez de tutela en el análisis de un eventual defecto por errónea valoración de la prueba testimonial, la Sala Plena de la Corte Constitucional no encontró un error manifiesto, ostensible o protuberante con incidencia en el fallo acusado. El demandante planteó una discrepancia en la valoración probatoria, mediante la cual pretendía dar mayor peso a unos testigos respecto de otros, a los cuales el juez de conocimiento les dio un alcance diferente. Sin embargo, a juicio del Tribunal Constitucional, un planteamiento de tal naturaleza carece de entidad para configurar un error fáctico. 
Por las razones expuestas la Corte Constitucional confirmó el fallo de junio 13 de 2011, proferido por la Sala la Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, que declaró improcedente la acción de tutela instaurada por el señor Humberto de Jesús Builes Correa contra la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. 
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